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DELJM/TAClóN DEL TEMA

EI aumento cuantitativo (en la mayoría de los países) y, más aOn, la
evoluci6n cualitativa de la multa en la teoría, en la legislaci6n y an la
práctica judicial contemporânea aconsejan reconsiderar las lineas funda~

mentales de esta sanción. Sin embargo, los especialistas (excepto an
Alemania y en alguna otra nacián) noprestan' la debida atención ai tema,
como se refleja, por ejemplo, en los Abstraets on Criminology and Peno­
logy que, desde enaro de 1973 hasta mayo de 1975, 5610 resanan dieciocho
artículos sobre la multa (Fine). La bibl.iografía espanola aI respecto· as
también escasa, más escasa quizá que acerca de otros temas de la "ceni­
cienta" dei Derecho penal: la penologia y la ciencia penitenciaria.AlgOn
Tratado - de más de mil seisclentas páginas - de lá Parte general dei
Derecho penal espaiiol no dedica a las penas pecuniarias ni una sola
página (1).

Esta comunicaci6n se limita a indicar algo 'acerca de la multa (como
pena, no como medida) (:!) y su relación con las sanciones privativas de
libertado Consta de dos partes. La primera considera la multa penal como
substitutivo ventajoso de muchas penas privativas de Iibertad y expone
los tres sistemas más importantes de multa (el sistema global, el temporal
y el de dras-multa) y sus relaciones con las sanciones privativas de libertad.
La segunda parte analiza y comenta la desmesurada aplicación de la multa
administrativa, asícomo su criticable sustitución por sanciones privativas
de libertado

AI final se formulan unas conc\usiones que pueden seNir de base
para discusiones y estudios posteríores. Especialmente nos parece nece­
sario introducir en la leg:slación espanora el sistema de dras-multa, sus­
tituír las penas privativas de Iibertad (sobre todo las de corta duraci6n)
por penas pecuniarias, reducir - y controlar judicíalmente - las multas
administrativas, e investigar empíricamente la eficacia mayor o menor de
las sanciones pecuniarias.

PARTE PRIMEM: LA MULTA PENAL

I. La multa penal en relación con las sanCiones privativas de Iibertad

Casi todos los pueblos, por eiemploel griego, ei romano, el germâ­
nico y el franco, en la primera etapa desu evolución histórica, aplican
la multa como la pena básica. Posteriormente, esas penas se sustituyen

(1) Tamblén en Italla, autorizados pena~istas coma. ANTOLf$EI, BETTIOL o NUVOlONE, dedlcan , la
muUa mu')' poce IlSpaclo eo sua Tra\adoa de Oerecno 'i>&"aL"

(2) Respecto a la multa como medida, cfr, A.BEFlISrAIN, '-adlel••. 'Pena," en Derecho ColltemporAneo
(Teoria. legislaclón positiva y realizaclón prActica). Prólogo de MARINO IlARBERO SANTOS, Madrid,
Reua. 1974, PP. 125 s.
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por las corporales (qui non luet.in aere, luet in corpore) y, 1inalmente,
por las privativas de libertad (3).

Hoy, esta !rnea evolutiva se Quiebra en la teoria y en la práctica,
puas la multa se vuelve a emplear en sustituciôn de (y más que) las
penas privativas de libertad, como veremos en seguida.

I. 1 . VentaJas e inconvenientes de la multa como sustifUliyo de las
penas privativas de Iibertad

EI mundo de nuestra cultura considera las penas pecuniarias más
útiles y más justas que las privativas de Iibertad. Sobre todo cuando és­
tas son de corta duracíón. Muchos especialistas opinan que la multa debe
tener más acogida en el Derecho penal y debe imponerse más frecuente­
mente que las penas privativas de Ilbertad, pues cumple mejor los fines
de la pena. Han pasado muchos anos desde que Pacheco (4c) consideraba
la multa como un accidente y un complemento.

La crisis de las sanciones privativas de libertad Ilega a cuestíonar el
fundamento y elfinde la prisión an el aspecto que se creia más positivo,
el resociaJizador (1'). Hoy se discute, y con sólidos argumentos, 'a justi­
ficación de la taraa resocialiladora de la pena en una sociedad Injus­
ta (6). Además, se reconoee que la multa, asocializamenos ai delincuen­
te, desintegra menos $U familia, resulta más efectiva en los autores de
delitos econômicos ycontra la propiedad, y también en los reincidentes
(que no pueden habituarse a la multa aunque si a la prisión) etc. (7)

En favor de las sanciones pecuniarias, y en contra de las privativas
de Iibertad (especialmente ite corta duraci6n), lnfluyen también la evo­
lución económico-socio-polftíca, las nuévas concepciones deI delito y deI
delincuente (sobre todo acerca de las infracciones de tráfico), ai mayor
respeto a la marginalidad social y a la "desviación" como posibles fuen-

(3) J. PINATEL, "La crise pénilantiara", an L'Annh Soclologlqul1 (1973). 13-67. Blondo BraNDI, 11 Dlrltto
'tomartO Cr/.tlano, 1/1, Mlllin. Gluffrê. 1954, pllglnas 453 9$. Th. MOMM5EN, RlImr.CIl. Stra1recllt,
lelpzig, 1899, pp. 50 s., 1012 1Ill.

(4) PACHECO, EI Código Peftlll -conçordadO Y·.Cq~"t'do. Tómo I. Madrid, 1848, p. 431.

(5) Cfr. Ias ponanciss y aldabate E1n la tareats .slleclón ILs ravislón da conceptos sobre IS8 paRas cortas
prlvatlvllll de Iibertad, la pena de multa Y' ls delnhabil1taciõnl de las Jornadas de Der8cho penal
(Buenos' Aires, 22·27 de agosto de 1960), Buenos Aires, 1962; especialmente Ia' axposlclón d" M. Dê
RIVACOBA Y R1VAC06A, en las pp. 238 ss. y en sentido conlrarlo, aUINTANO RIPOLlt;S, en las
pp. 1aS ss.

(SI M. FOUCAULT, SUlYelller et Punir. Hsl..ance cre la PI,.lon, flaris, GalHmard, 1975. F.BUENO ARUS,
"En torno ai VIii" Congreào Intemational' de bel&risa Social", en Boletln de IÍllormacT6n Idel M. de
Justlcla), Madrid (25 lebreroI973); pp. 3-12.

(n F. NOWAKOWSKI, Die ZurOckdringung der kurzen frelheilsstrale in der RV 1971 (fi 36, 45, RV), an
Oeterrelch*he Jlirlehln-ZellUng (11 anero 11173); 1-5, e Ibidem. pp. 34-40, especialmente Pp. 1 8$.;
S. RANIER1, Pene pe<:uniarle EI rieduc9zlone dei condennato, en ... Souo" Poe (1966), pp. 266 ss.;
C. F. GROSSO, Le pene pecunlarie di fronte all·art. 27 comma 3.0 della Coslituzlone. SI' Rlvlela
ltaUana di Dlrftlo a Procsd, Panala (1900), 929-1008.
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tes de conflictos enriquecedores - en cierto sentido - de la sociedad (8),
la gran importancia concedida a algunos derechos elementales de la per­
sana (intimidad, Iibertad, propiedad privada etc.), el factor económlco
(Ia multa no cuesta, sino que beneficia ai erario público). Ia atenclón a
I,as vlctimas dei crimen a las que se puede asistir con ai dinaro da las
multas (que, creemos no deberlan engrosar las cajas dei Estado, sino un
fondo destinado a las vrctimas dei delito y, quizé, a los delincuentes
sal idos de la cércer), la facilidad de subsanar posibles errares judiciales.
la mejor individualizaci6n, sobre todo judicial, teniendo en cuenta la
situaci6n econ6mica dei condenado, la fuerza intimidativa de la privaclón
de los bienes económicos en una sociedad como la actua', tan centrada
alrededor deI dinero etc.

Las multas encuentran (junto a las ventajas hasta ahora indicadas)
alguns desventajas frente a las penas privativas de libardad. Su incon­
venIente mayor radica an que no todos los delincuentas pueden pagar
la multa, mientras que todos puaden ser privados de libertad. Argunos
especialistas critican tambtén la multa porque puede impedir la indem­
nizaci6n a las vlctimas, porque viola el principio de personalidad de las
penas (puas afecta también a los familiares y puede pagarse por un tar­
cero), y porque incide desigualmente en las persanas, ya que varlan sus
posibilidades econ6micas. su apego ai dinero etc. Algunos opinan que
ciertos delincuentes se ven Incitados a cometer delitos económicos o con­
tra la prop;edad para pagar la multa (9).

Las Investigaciones emprricas acerca dei impacto personal y sociaf,
y acerca de otros efectos de la multa, no atreceo todavia datas su1ic\en­
tes para deducir con solidez cientlfica todas las conclusiones que desea
el crimin61ogo (10). Probablemente ai influjo i,ntimidante de la multa
varra notablemente según la personalidad dei delincuente. Los ya profe­
sionalizados en el crimen no sentirán el aguij6n de la multa. sr, en cam­
bio, los que viven en condiciones ordenadas y con cíerto prestigio social.

De hecho, en bastantes naciones el porcentaje de las multas supera
ai de las penas privativas de Hbertad. Por ejamplo, en Alemanla, ai ano

(8) G. KAISElR, Der Verblfth4llllbegrlft In der KrlmlnolCllllle, en G. KA1SER "eJtc.hrwdtJllnquen.z und 0_
llI/prl..n"on. TObrnge, 1970, pp. 118·132. IDEM. "eub voc.", Velb..chen.begrltl, en el. KAISEA y olro..
Klein•• Krlmlnolosleche. Wor1erbl.och, Frlburgo de Br.• Herder, 1974, ~~. 386 .... IDEM, llr8teglen
ulNf Pron_ .I,,"'chllloh.r Soa'alkontro''', Franklurt, M" AthenAum, 1972, pp. 40 y slgulsntes.
las nuevas Concepclones deI delllo y ds' dellnouente ebocen a une mayor epl1caclón de a(juellas
pellss que Inclclen menos en la perllOn8 mlame y en su IIbertad. por ~ariaa razonea, 'f 'amblên 1>Or
subconsciente autodelenss der eslamento dei legislador.

(9) H. elOPPINelER, KrlmlnoIOlll., 2.- ed" Munchen, 1973, p. 271: hay traduccló" esp."Qla de M. L.
Schw.rck e r. lu::.rraga, Madrid, AeuI, 1975. EI po.lblll eI.clo erfmln6Qeno de algun.1 penal pe­
cunlarl.s, sobre todo de la contiscaclón. '0 observó 1'8 el P. Mérquez. Clr. J, MONTES, , ...cur.o.......
la Cl.nele Penei 4111 E.palle. Madrid, 1911, p. 677.

(10) P. SOFTlEY. " 811"81 01 Fine Enlorcemenl. Home Olllce Rellean:h SlUdiel, T. 16. Londrel, 1973.
M. OAVles. FIMllcl.1 Penell"l elld ProlNlllon. Homtl Otllee Rell8arch Sludlea, T. 5, Londrel, 1970.
W. BUIKHUISEN Y D. W. STEENHUIS, The Effectr,..n_ o, Pen" 8ancllon. e. 8ft InstnlIMnl lo
Comb.1 R.cldl"'.", Amon; SubI_ota ColWicled 'cor Drunken Drl..ll'lg, GrQnlngen. 1972.
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1882, el 73 por 100 de las penas eran privativas de libertad, el 0,3 por
100 pena de muerte y el 25 por 100 multa; eo cambio, durante el ano
1970, ai 83,95 por 100 de los condenados se les impuso multa, y s610
aI 15,94 por 100 privaci6n de libertad como pena principal; en 1971
el 8 por 100 son penas privativas de libertad cumplidas totalmente, el
85 por 100 penas pecuniarias. En Suiza, durante el ano 1971, el 15 por
100 de las penas son privativas de Iibertad cumplidas totalmente, el 29
por 100 privativas de libertad suspendidas en prueba, y el 55 por 100
pecuniarias. En Austria, de todas las penas impuestas durante ai ano
1967, el 57 por 100 fueron multas, y el ano 1970 el 54 por 100. Sagún
un informe de las Naciones Unidas acerca de los jóvenes delincuentes, en
Japõn más dei 90 por 100 de todas las sanciones son multas, y en Sue­
cia el 95 por 100. EI 75 por 100 de todas las penas an los Estados Unidos
50n pacuniarias, y en Gran Bretafia más dei 80 por 100 (11). En
Espana, las estadrstlcas judiciales publicadas (12) constat·an que durante
el ano 1969 en los Juzgados Municipales, Comarcales y de Paz de un
total de 149.137 condenas, 106.379 corresponden a multa y 5.304 a
arresto y multa; en los Juzgados de Instrucción, de un total de 22.068
delitos sancionados, 14.971 lo fueron con multa, y de un total de 20.500
delicuentes condenados, 13.531 lo fueron asimismo con multa. Durante
el mismo ano, a los 39.292 delitos sancionados en las Audiencias Provin­
ciales y en los Juzgados de Instrucción correspondieron 18.583 penas
de multa; a los 36.164 delincuentes condenados an esas Audiencias y
en esos Juzgados les fueron impuestas 16.529 multas.

Después de esta reflexión sobre las ventajas y los inCOf'lvenientes, an
general, de la sustituci6n de las penas privativas de Iibertad por la multa,
conviene afiadir uns consideraciones sobre los tres sistemas más im­
portantes (de multa global, de multa temporal y de dias-multa) y sus
peculiares ventajas e inconvenientes como sustitutivos de las penas pri­
vativas de Iibertad.

I .2. Sistema de multa global y su relación con las penas privativas de
Ilbertad

Denominamos sistema global (Gesamtsummensystem) de multa ai
tradicional, según el cual el juez condena a una cantidad concreta, una
suma global, que resulta de conjugar dos coordenadas: la gravedad deI
delito y la situación económioa dei delincuente.

Según la gravedad dei hecho culpable, el Código penal sanala los
topes mlnimos y máximo aI arbitrio dei Tribunal; y éste en ai momento
de fijar la suma global tiane en cuenta no sóro las circunstancias ate-

(1 tI A. MOas, DI. Retonnb..eauAg d.. S.....recht. IA Oslsrnleh, der SClIWsll: UA de, Bulldesrepubl.
D8oIRhlsnd, en FMlechlift fOr W. Wllburg. Graz, 19ykan, 1975. pp. 269 I. KAISER, KrImlnolO11Ie. 2.­
ed., Munleh, 1973, péglna 270; N. WA.lKER, Crlm. anil Punllhmut In Brltaln, 2.- ed., Edlnburgo,
1968, pp. 164 8••

(12) INSTITUTO NACIONAL DE ESTA.01STICA, ElladllllCIII ..udlel.... ele Espell., AlIo 11111, Madrid, 1973.
PP. 33, 4ll, 57, 82. RODR[GUEZ DEVESA, D.l'8Oho P.nel Espallol. p.rta gsnerel, •. - 9d., Madrid, 197.,
pp. 80, n1.
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nuantes y agravantes, sino principalmente la condición económica dei
condenado.

Este sistema lo siguen muchos Códigos penales y lo propugnan mu­
chos teóricos. Entre los Códigos que (con más o menos peculiaridades)
adoptan el sistema de multa global pueden citarse el espanol de 1848
(art. 75), de 1870 (art. 84), de 1928 (art. 160), de 1932 (art. 69) y el
texto refundido de 1973 actualmente en vigor (art. 63); el italiano de
1930, el polaco de 1932, el colombiano de 1936 (art. 50), el checoslo­
vaco de 1950, el yugoslavo de 1951, los soviéticos de 1922, de 1927 y
actual de 1960 (art. 36, con rasgos peculiares) (13), el de Suiza de 1937
etcétera.

Tradicionalmente los penalistas, por ejemplo BOUZAT, CARRANCA
TRUJILLO, DONNEDIEU DE VABRES, JEAN GRAVEN, M. ALI HASSAN,
CARL STOOSS etcétera, se muestran partidarios dei sistema global de
multa.

STOOSS opinaba que, en este tema, la solución mejor es la más san­
ei/la. Por eso, en el Anteproyecto suizo de 1893, establece simplesmente
que la multa debe proporcionarse a los recursos deI condenado. De modo
semejante se manifiesta arios después, aI comentar el Código penal aus­
tríaco (14). MAGNOL se inclinó por una solución simrJar en el Congreso
d Londres de 1921, ai opinar que se deje ai juez cierta Iibertad para,
ex aequo et bono, acomodar la multa a la fortuna dei reo. NEYMARK, de
acuerdo con SEIDLER, propugnaba como ideal que la multa se propor­
cionase (dentro de los Ifmites legales) progresivamente a la situación
económica deI delincuente. Para lograrlo, el juez individualiazrá - dice­
la cuantía de la multa (de modo semejante a como individualiza la dura­
ción de las penas privativas de Iibertad) teniendo en cuenta no sólo
la renta dei condenado, sino también todos los factores que pueden
incidir en su situación econômica: cargas familiares, deudas, salud,
edad, medio de trabajo etc., de manera que la multa produzea ar mismo
efecto en delincuentes de la misma responsabilidad. Como medida
práctica aconsejaba introducir en la parte general dei Código penal la
norma siguiente; "el juez filará la cuantia de la multa después de haber
examinado y tomado en consideración la situación económica dei deI in­
cuente, asf como las circunstancias que influyan en dicha situación,
particularmente la capacidad de ganarse su vida". EI juez - afiade ­
debe motivar su decisi6n (11\).

JEAN GRAVEN, en su PIa0 général d'un systeme de préventlon du
crime et traitement eles délinquants, presentado aI Secretário de las Na­
ciones Unidas, propone que la multa debe fijarse en cada caso - dentro
de un limite mínimo muy bajo y de un máximo muy alto - teniendo en

(13) ZDRAVOMISLOV. SCHEIDER, KELINA y RASHKOVSKAIA, D.recho Penal SovI6Uco, Trad. de N. de la
Mora y J. Guerrero, Bogotá, Temia, 1970, pp. 316 y sillulanles. 487 ss., 528 a.• 563 s.

(14) CARL STOOSS, LaJlrbuch d.. <nterrefchrlKllen Stnlfrechla, 2.· ad., VIena, 1913, pp. 227 a.

(16) E. NEYMARK, "La pelne d'.manda", en Revua d. Droll Pénal a' da Crlmlnologle (nov. 1928).
Pll. 929-962 (dlc. 1926), PIl. 1. Oó3-t ,094, espee. páginas 950 8.
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cuenta la situación personal, profesional y familiar deI condenado, de sus
recursos, de sus ganancias, de sus cargas, er, una paiabra, de sus posi­
bitidades reales (16).

MOHAMED ALI HASSAN (17) opina que [a cuantia de la multa no debe
ser [a misma para todos los autores de un delito, ni proporcionada ai per­
juicio causado; el juez debe poder tomar en consideración los diferentes
elementos susceptibles de influenciar en la medida de la pena (gravedad
dei acto, cu[pabilidad dei autor etc.); la parte general dei Código debe
establecer un limite mínimo rnuy bajo y un Iímite máximo muy ·alto:
para los delitos cometidos con afán de lucro el juez debe poder rebasar
ai Irmite máximo, pera tomando en consideración la capacidad real dei
condenado, de manera que no le produzca la ruina; e[ juez debe es­
tablecer la cuantía de la multa con un criterio proporcional a las posi­
bilidades reales dei condenado (situación personal, profesional y familiar;
recursos, ganancias etc.). En resumen, HASSAN considera preferible el sis­
tema seguido por ai Código penal suizo, vigente en la actualidad, en
su artículo 48, núm. 2, que dice: "EI juez fijará la cuantía de Ia multa
según la situación deI condenado, de manera que [a perdida que sufra
constituya una pena correspondlente a su culpabilidad".

"Para apreciar la situación dei condenado, el juez tendrá en cuenta
principalmente los elementos siguientes: Tenta y capital, estado civil y
cargas familiares, profesión y ganancia profesional, edad y estado de
salud".

Hasta comienzos de este sig'lo, algunos penalistas critican el sistema
de multa global (y [os demás sistemas que tienen en cuenta la situación
econômica deI reo), porque - según ellos - a delitos iguales deben cor­
responder penas iguales, ya que, de lo contrario, resultan sanciones más
graves a los acaudalados que a los pobres. Recientemente, también opin­
nan así LORENZO SIMEONE, en la Enciclopedia Cattolica (18). No admi­
timos esta objeción porque el principio de igualdad de todos ante la ley
y ante [as penas no excluye (ni se opone a) la individualización legal,
judicial y penitenciaria.

Ahora sería el momento de comentar [os problemas dei sistema de
multa global tal y como se regula concretamente en el Código penal es­
panol: oscuridad en la frase "pena principal y única" dei artículo 28,
limite mínimo de [a multa por delitos, criterios para establecer el caudal
o facultades dei culpable (art. 63), naturareza jurídica de [a responsabili­
dad persona[ subsidiaria (lpena?, dopción dei reo?), posibilidad de pago

(16) J. GRAVEN, "Plan 9énêral d'un Bysleme de prévenllon du crime et de Irallemenl des déllnquanls", en
Revue Int. da Drolt Pé"el (1949), núms. ~, péglnas 336 as. Parac!damanle se expresó aI miamo
GRAVEN an las Jomadas de Buenos Aires dei ano 1960. Cfr. JomllCle..... pp. 172.

(17) MOHAMED Ali HASSAN, t.'Amende Pénele dene lee Dro"- Modemee aI Sp6cNllement dena la Code
"'n.1 Sul_, Paria. llb. gén. drolt el jurlspr. 1959, p6glnas 109 .... 258.

(181 LORENZO SIMEONE, IUb voee, Mulca, en Enclclopeclle canollce, T. VIII, Flrenze, s. f. (pos'arlor e
febrero de 1952, facha doi "Imprimatur"), columnas 1.509-1.511. RaBpecto ai arllculo 24 dai Código
ponal italiano formu la samolantes crllicaB BETTIOL, Dlrlfto Pene", 8.• ed., Padova, 1973, p. 721.
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por tercera persona etc. (19). Pero no es ahora el momento para poner
retazos a este pano tan viejo. Además, creemos preferible reestructu­
rar toda la institución imitando inteligentemente (no copiando literalmente)
los sistemas modernos de otras naciones. Para esta tarea pueden ayudar
I'as observaciones siguintes acerca deI sistema de multa temporal y dei
sistema de dias-multa.

Antes de pasar a la multa temporal parece oportuno indicar que el
sistema de multa global puede dar pie a injusticias en el supuesto de im­
pago, si se establece una cantidad fija de dinero como módulo para deter­
minar la duración de la responsabiJidad personal subsidiaria, como, por
ajemplo, en el artículo 49, núm. 3, dei Código penal suizo aetualmente
en vigor, y como en los articulos 50 y 624 dei Código penal espanol de
1870. Este resultado injusto se dará frecuentemente si se regula. la ras­
ponsabiJidad personal subsidiaria como una opelón dei condenado. Tam~

bién se dará, aunque con menos frecuencia, en casos de impago por em­
pobrecimiento posterior a la sentencia y anterior ai desembolso de la
multa.

1 .3. Sistema de multa temporal y su relación con las penas privativas
de libertad

Por los anos sesenta se propuso, en Alemania, el sistema de multa
denominada Laufzeitgeldstrafe, que podemos tradueir como multa dura­
dera, o multa temporal, o multa escalonada. EI primer pionero de tal sis­
tema fue BAUMANN, en su Proyecto de un C6digo penal, Parte general
(1963), parágrafo 35 (20). Lo propugna como medio muy apto para sustituir
las penas privativas de libertad de corta duraci6n.

Según BAUMANN la ley establece un número de dias, semanas, me­
ses-tipo (o porclón) de multa que corresponde a cada delito. EJ juez indi­
vidualiza ao cada caso concreto la cuanUa corraspondiante a cada tipo
o porción teniendo en cuenta la situación económica dei reo, de manera
que (de sus ganancias) le quede la cantidad mínima necesaria para sus
obligaeiones elementales. La multa no se paga de una vez, sino a lo largo
deI tiempo, en plazos fijos, según los ingresos dei delincuente. De esta
manera la multa "dura" y se va escalonando un determinado tiempo (un
mínimo de un día y un máximo de noventa meses, en el § 35 dei Proyecto
de Código penal de Baumann), y en ese período el delincuente 5610 dis­
pone de una parte mínima de su salario.

Este sistema de multa tiene algunos puntos parecidos, pero ditlere
sustaneialmente deI método de pago, regulado en el artículo 179 dei
Código penal espanol de 1928.

(19) A. BERISTAIN, .ub voe•• Mun 1. en Nun. Enclcloplldl. Jurldlca, Sare.lona, Selx, Tomo XVI.

(20) J. BAUMANN, EnlWurf aln" Str.ra tzbuchel (Al) lllblngen. 1963. Mohr. 1963. IDEM, "Von den
MOgllchkelten elnar Laufzellljeldatrafa", 8n IDEM, Klelne $trellKhrlft'n lI:ur Stralr.çh.....lorm. Blelefeld,
1ll66, pp. 61 es.

'2.34 R.. '"t. '-911\. afDli'ia a. '19 n. 7' ;an.}mIU. na2



EI Proyecto Alternativo alemán de 1966, en su parte general acoge
este sistema en sus parágrafos 49 y ss. EI parágrafo 49 dice así:

"§ 49 - Medida y cantldad de los tipos de muttas

1 - La multa será impuesta en dias-semanas o meses-tipo.
Su importe mínimo es de un dia-tipo y el máximo de veinticuatro
meses-tipo.

2 - La medida dei dia-semana o mes-tipo la determina el
tr;bunal tomando en consideraci6n las relaciones personales y
econ6micas dei autor en el momento de dictar sentencia. Los
tipos serán calculados en forma que le quede ai autor ai menos
el importe salarial pal"a su minimo de existencia. EI importe
mínimo dei dia-tipo es de cinco marcos, el de la semana~tipo

de treinta y cinco marcos y el dei mes-tipo de ciento cincuenta
marcos.

3 - Se establecerán los fundamentos de la medida cuando
el autor no proporcione ningún informe satisfactorio sobre sus
ingresos, patrimonio u otro criterio para la determinaci6n dei
tipo. EI tribunal podrá también solicitar informes de oficinas
impositivas y bancos.

4 - En la decisión se darán tanto el número y la medida
dei tipo de multa, como también el tiempo de pago. EI tiempo
de pago se determina conforme a los respectivos accesos a los
ingresos. Los tipos semanales se pagan semanalmente y los men­
suales mensualmente" (21).

Con este sistema se pretende estructurar la multa como pena limita­
tiva deI "standard" de vida, reduciendo ai delincuente durante un período
de tiempo su dinero, que es libertad objetivada, signo de nível social y
posibilidad de adquirir los bienes que desea. Este descenso en el "stan­
dard" econ6mico-social debe perdurar durante algún tiempo, como las
penas privativas de libertad, para lograr la prevenci6n general y la es­
pecial (22).

La semejanza temporal de la multa a las penas privativas de libertad
facil;ta más la sustituci6n entre ambas. EI Proyecto Alternativo regula las
sustituciones en los parágrafos 50 y 53:

(21) Traduccl6n de Raul ZAFFARONI, en Revl.1a Mexlc.na d. P..venclón , R.ed.ptaclón Social. nOm.
14 Cu I-sept. 1974), PP. 99 ss.

(22) J. BAUMANN y M. MELZER, "Pelne pécunlafr. éch.lonné. an lanl Que poslulal el Qu'lnstrumenl
d'une Indlvlduafl.nllon pénB1a etllenes", sn La, Technlqu.. de 1'lndh,lduallMllon Judlclalre, VIII
COngrila Inlamallonal de Défense Soclale, MIIAn, 1971, pp. 312-327. J. BAUMANN. Balchrlllkuna d..
ulMln88l8nderd' .n.1811 kurzfrlell,.r Frelh.llntnla, Neuwled, Berltn, luchteflland, 1968. J. BAUMANN,
"Beetllhl h.uta dI. M6bllchkal1, dIa Frelhellasllllfe bis zu sach. Monalen zu beselll gen 1", an Weltllrto
8trwllachrlftn zur SlQIlrechle reform, Blel.fetd, 1969, pp. 54 88. Tradue. en espanol por E. BACIGALUPO,
en Prob...... ActualM de ... Clenclaa IH , la FlIOHfIa dei D.reçho, en hom.nein aI profesor
J Iménez de AsOa. Bueno. Alre., 1970, pp. 1 ...

R. lnf. legislo Brasília a. 19 n. 73 jan./ntClr. 1982 235



"§ 50 - Multa en lugar de pena privativa de Iibertad

1 - En lugar de una pena privativa de Jibertad hasta un aiio
se impondrá multa, aunque la ley s610 amenaca pena privativa
de libertad, cuando el fin de la pena pueda ser alcanzado con
una multa.

2 - En lugar de un dia de pena privativa de libertad, se
aplica un día-típo."

§ 53 - Pena privativa de libertad susUtutiva

1 - En lugar de una multa no solventada se aplica una pena
privat;va de libeftad sustituti\la. Un dIa-tipo conesponde a un dIa
de pena privativa de libertad. No es de aplicaci6n el § 63,
párrafo 1. EI condenado puede evitar la ejecuci6n de la pena
privativa de libertad sustítutiva en cualquier tiempo, regularmen­
te s610 una vez, haciendo el correspondiente pago o mediante la
propuesta conforme ai § 52, párrafo 1.

2 - VaJe en lo pertinente lo dispuesto para cuando el con­
denado no efectúa el trabajo de utilidad común, conforme ai § 52,
en forma culpable. Esta pena privativa de líbertad sustitutiva no
puede evitarse mediante pago o trabajo de utilidad comün.

3 - La pena sustitutiva de libertad será ejecutada, conforme
a las posibilidades, en establecimientos abiertos o semiabiertos.
En lo restante, son de aplicaci6n los §§ 37 a 39, en lo perti~

nente" CH).

La multa temporal, en comparaci6n con las penas privativas de Jiber­
tad, presenta todas las ventalas mencionadas hasta aa.u(, respecto a la
multa general, y casi todas las que diremos en seguida, ai comentar ai
sistema de dias-multa. Ahora, sin entrar en ampliar explicaclones, única­
mente afirmamos que supera o mejora aI sistema global en varios aspec­
tos. AI no exigir entregar la cantidad total de una sola vez, serán menos
los impagos, pues aun los pobres podrán entregar periódicamente sus
cuotas. Pero presenta algunos inconvenientes (23), sobre todo el de reque­
rir mucho trabajo burocrático. En resumen, prácticamente (prescindimos
de las consideraciones teóricas) (24) parece menos apropriado a las nece­
sidades de hoy que el sistema de dias-multa.

(23) H. H. JESCHECK, Dle krlmlnelpolítlsche Konzeptlon das Alternativ-Entwur1s elnea Stralgeaetzbuchea
(AT), en ZSIW (1968), pp. 54 S8., especialmenle p. 64. LACKNER, Der AlIgemelne Teil de. kOnftlgen
Stralgesettbuches in der Auselnandarsettung, en Jurl••enzeltulIII (1963), PP. 617 a8.• especialmente,
619. IDEM, Der Alternativ·Entwurt und dia praktische Stralrech!spllege, an Jurle..nulNng (1967),
pp. 513 88. Cfr. J. BAUMANN, lExlste aclualmente la poalbllJdad ... 1, en Probl..,.. Aclu.lea •.. n.
1970, pp, 18 as.

(24) A. BERISTAlN, Ob..,.,aclon...eerca de I.. Lealones an a' DaNCho Penei &pellol ,. cOWlP....do.
MBdrld, Reus, 1971, pp. 83 8.
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1.4. Sistema de mas-multa y su relación con las penas privativas
de Iibertad

La teoria dei sistema de días~multa, tal como se regula en varias
naciones, nace a comienzos de siglo, gracias especialmente a los trabajos
j)ublicados sobre el tema por CARL TORP, en 1900, y JOHAN THYREN, en
1910. Antecedentes de sus ideas pueden encontrarse, anos antes, en otros
penalistas como FILANGIERI, BENTHAN y VON L1SZT (Congreso de Chris­
tiana, dei ano 1891), Y en el Código penal brasileno, de 16 de diciembre
de 1830 (art. 55), y en los portugueses de 1852 (art. 41), y de 1886
(art. 67) (25).

La nación que primero adoptó este sistema tue Finlandia, el afio
1921. Suecia lo introdujo en 1931 y Dinamarca en 1939. Los otros dos
países vecinos, Noruega e Islandia, no lo han adaptado todavia. Cuba
introdujo este sistema el ano 1936 (art. 56 dei Código de Defensa Sa­
cial). Se regula también en el Código penal peruano de 1924 (art. 20),
en ai brasileno de 1969 (*) (art. 44), en el costarricense de 1971 (que en­
tró an vigor el 6 de enero de 1972) y en el boliviano de 1972 (art. 29).
Se ha introducido en Alemania (en la parte general dei Código penal que
entrá en vigor el 19 de enero de 1975). Esta innovacián fue admitida por
gran mayoría y encuentra numerosos defensores, entre los que merecen
citarse TR6NDLE y ZIPF. También se ha introducido en el Código penal
austríaco vigente asimismo desde 19 de enero de 1975.

Ya admitia este sistema el Proyecto alemán (gubernamental) de la
Parte General de un Código penal redactado con arreglo a las conclu­
siones de la Gran Comisión de Derecho penal, en primera lectura (ter­
minado en diciembre de 1956), en sus parágrafos 56-61, y posterior­
mente el Proyecto austríaco (gubarnamental) de 1971, an su parágra­
fo 19 (26). También lo admitió el Anteproyecto dei profesor S. SOLER,
para la República Argentina (arts. 59 y 73). En cambio, la reforma suiza
de 18 de marzo de 1971 mantíene el sistema global tradicional.

Respecto ai campo de aplicación, a los sustitutivos, a [a formulaci6n
dei módulo etc., median bastantes diferencias entre tas diversas formu­
laciones legales. Sin embargo, el núcleo central dei sistema permanece
ai mísmo. Consiste en determinar la importancia o gravedad de la multa,
no por una suma de dinero, sino por un número de "dias", según la

(25) GOLDSCHMIDT, Slrafen (Haupl-und Nebenslrafen) und verwandte Massregeln untar BerQckslchUgung
dar den Inhalt der Strafe besUmmenden Grundsitze dia Slrafvollzugs, an Vervle1chende Dell"UulIlII
cIH o.u'*:hen und Au.lilldltchen SI...frechts, T. IV, Berlln, 1908, Pp. 398-411, especillmente pp, 403
'I algulenllls; MITTERMAIER, Oaa Tagesbussen8)'stem In Skandinavlen, en ZStW (1936), pp. 646 as.
ZIPF, Zul Ausgestaltung der Geldstrafe Im kommenden Rech, en ZSIW (1965), pp. 526 as.

EI C6dlgo penal português (de 1886) regula los dlas-multa en si articulo 63, seglln la formu­
laclOn Inlroduclda por la Le'l 184/72. de 31 de mayo.

(26) F, NOWAKOWSKr. Dal Tageabuaeen8)'etem nech § 19 der Regiarungsvorlage (1971) elnea Strefegetz­
buches, In O.rntlchl8che Jurll~.zeltulllll (21 abril 1972). pp. 191-204; R. Mosa, Dia Reformbewegung
dea Strafrachts In Oshterrelch, der S<:hwelz und der Bundaarepublik Daulschland. an Flltachrlfl fUr W.
Wllbllrg zum 70. Geburtetag, Graz, Leykam, 1975, pp. 253-287.

(0) NR.: Decreto-Lel n." 1. 004/69 revogado ainda em VICltlO "'11, permanecendo em vlgor o C6dlgo de 1940.
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gravedad deI delito. Cada "dia" equivaldrá. a una concreta cantldad de
dinero, según la posición económica dei condenado.

La ley debe fijar el número de dfa...murta que se impone como pena
a cada delito, según la gravedad de éste. Establecerá un número 19ua'
(o, mejor dicho, proporcionalmente igual) ai de dias que le correspon·
derla de privación de Iibertad si se le aplicase esta pena. Este punto re­
sulta fácil de regular legalmente. En Suecia, por ejemplo, a quien con­
duca un vehlculo de motor bajo la influencia de bebidas arcohólicas (e~

tre 0,5 y 1,5 por 1.000 de alcohol en la sangre) se le impone una pena
de cuarenta a cien dIas-multa. Generalmente, los Códigos penales, en su
parte general, establecen un número máximo de dIas-muita: en Finlan·
dia y an Suecia, ciento veinte; en Dinamaroa sesenta, y an caso de con·
curso pueda lIegar hasta noventa. En Costa Rica y en Austria trescientos
sesenta. Alemania fjja como máximo trescientos sesenta dIas y como mr­
nimo cinco dias. Los Códigos de las otras naciones antes citadas admiten
también un dIa, como minimo. Bolivia de uno a quinientos dIas-muIta
(art. 29).

La cuantia económica de cada dfa-multa ha de fijarla el Tribunal, se­
gún determinadas circunstancias económicas de cada delincuente, dentro
de los criterios y los lImites (sin duda amplias) que establezca la ley.
En Alemania puede oscilar de dos marcos a diez mil marcos, en Suecia
de dos caronas a cinco mil caronas, en Austr\a de velnte sch\l\\ngs a tras
mil schillings, en Dinamarca s610 hay un mlnimo de dos caronas, pero
no hay máximo legal, en Finlandia, en Costa Rica y en Bolivia ni má.­
ximo ni mfnimo. (En Bolivia, el importe de un dIa-muita no puede so~

brepasar el monto de la entrada diaria deI condenado.)

Según algunos especialistas, como ZIPF (27), el Tribunal ha de de­
terminar en cada caso concreto la cuanUa de un dfa-multa, de manera
que el autor (ai deducirle esa cantidad de lo que se calcula como ingreso
diario neto) le quede una suma suficiente para los gastos indlspensables.
Strahl (28) opina que la tesis de que el dia-multa se calcula según la
cantidad que el delincuente puede economizar por dIa no pertenece a
ta esencia deI sistema, pues la fegislación danesa y la finlandesa se
apartan en este punto de la sueca. Considera esencial que el dfa-multa
aea tal que multiplicado por ai número de dias multa resulte una suma
suficiente para el supuesto concreto. En opini6n de THYREN, la multa
debe proporcionarse, no aI patrimonio ni a la renta, sino, a las posibilf­
dades de desembolso, a los recursos económicos reales en la medida en
que sea posible constatarIas. JORGE FRIAS CABALLERO (29) opina, atina­
damente, que debe tenerse an cuenta no ya \a renta, u otro elemento pe­
cuniario equivalente o semejante, sino todos aquellos factores de una u
otra índole que incidan en la situación económica dei condenado, de tal

(27) H. ZIPF. "Problema dar Neuregelung der Galdstrale in OaulscIlIIlRd", eR Z8tW (11174). pp. 513 ...

(28) STA"HL. "Le8 jour'S emendes dane lae pBye nordlquee", en Rev. selsne. Cri... Dl'Olt Nn, COIlIp. (1951),
pp. 59 1$.

(29) J. FRIAS CABALLERO. en Jornada. ~rHhcl "'''.1...,Buenos Alrea, 1962, p. 208.
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modo que se parta de sus posibilidades reales de pago, esto es, de su
efectiva capacidad par;a soportar la multa y sufrirla como tal.

Respecto a los medios para conocer la capacidad económica dei con­
denado se tiende, en general, a dar crédito a sus declaraciones, con po­
sibilidad de disponer de medios para comprobarlas, cuando haya dudas
fundadas acerca de su credibilidad (30).

Después de haber indicado estas opiniones teóricas respecto a la
manera de fijar en cada supuesto la cuantía de un dia-multa, conviene
transcribir ahora las regulaciones legales contemporáneas más importan­
tes. Los especialistas discuten si la ley debe regular el módulo dia-multa
con más o menos detalle. En teoria, se proponen especialmente cuatro
principios orientadores: el de dlsminución (Einbusseprínzip), ai de Ii­
mitación dei embargo (bienes exceptuados de embargo, cfr. Ley Enjui­
ciamiento Civil, arts. 1.449 Y 1 .451), el de gastos mínimos y el de in­
gresos netos.

1 . Según el parágrafo 40, párrafo 2, dei C6digo penal alemán de
1975, la cuantía de un dia-multa la determina el Tribunal, teniendo en
cuenta las relaciones económicas y personales dei autor. Esta fórmula
iegaJ se aclaró algo an la "Fundamentación" (dei C6digo) ai decir que
"el dia-multa es la cantidad de dinero que, como término medio, se la
puede descontar diariamente ai autor, de acuerdo con sus ingresos, SUS
bienes de fortuna utilizables, su estilo de vida real, taniendo en cuenta
sus obligaciones de mantenimiento y de gast05 normales, asi como su
estado personal".

2. La Comisi6n dei Ministerio Federal de Justicia de Alemania, en
el Proyecto para una nueva redacción dei parágrafo 40, párrafo 2 (Pro~

yecto de Reforma, 1972) establece que la cuantla dei dia-multa normal~

mente equivale ai ingreso neto que el autor tiene o puede tener en un
día. EI Tribunal debe considerar también su fortuna, sus obligaciones
(esencialmente los deberes de alimentos) y, además, si es necesario, debe
conceder plazos de pago para ev;tar durezas excesivas.

3. Según el parágrafo 19. párrafo 2, dei Proyecto gubernamental
austriaco de 1971, la cuantía dei dia-multa se calcula de manera que
equivalga a lo que por término medio puede gastar diariamente para sr
el autor, considerando su potencia económica, en especial sus rentas, y
su fortuna en cuanto puedan ser calculadas, y también su posibilidad
de obtener más ingressos mediante exigible trabajo adquisitivo. EI texto
aprobado deI nuevo Código penal, de 23 de enero de 1974, que entr6
en vigor el primera de enaro de 1975, dice que "EI día-multa se calcu­
lará segun las relaciones personales y las facultades econ6micas dei de­
lincuante en el dei juicio en primera instancia".

4. Según ai artrculo 29, párrafo 29, dei Código penal boliviano
de 1972, "ai importe de un dia-multa será determinado prudencialmente

(30) Emilio DOLCINI, "Le pene pecunierle como ellemaliva ali. pene delentlve brevi," en Jue, Rlvleta
• Se"'c. Glurldlchto (dlci.mbre 1974), pp. 529-5515.
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por aI juaz tomando en cuenta la situación econ6mica dei condenado, sin
sobrepasar el monto de la entrada diaria dei mismo".

5 o La fórmula dei Código penal brasileflo, de 21 de octubre de
1969, an su artículo 44, parágrafo único, es sencilla: "EI montante dei
dia-multa se fija según el prudente arbitrio dei juez, pero no puede ser
inferior ai valor de su trigésima parte dei salario mínimo, ni superior
a una tercera parte de él". (*)

6. EI artículo 53 dei Código penal costarricense dice: " ... EI im­
porte dei día-multa se determinará de acuerdo con la situación económi­
ca dei condenado, atendidos especialmente su caudal, rentas, medias de
subsistencia, nivel de gastos u otros elementos de juicio que el juez con­
sidere apropiados. Si el condenado viviere exclusivamente de su trabajo,
el día-mu Ita no podrá exceder dei monto de su salario diario ... ".

En la práclica, en Suecia, los Tribunales generalmente consideran
como base la milésima parte de la renta anual neta dei condenado. Esa
cantidad asi obtenida la elevan (si el autor posee otros bienes o si no
tiene gastos especiales, ni personas a su cargo), y, ai contrario, la rebajan
(st el condenado tiene deudas o mucha familia que sostener). EI Tribu­
nal suele recibir informes de ta policia acerca de la situación deI con­
denado.

Pasamos ahora a considerar brevemente los principales aspectos
positivos y negalivos de este sistema, especialmente an refaci6n con las
penas privativas de libertad.

Probablemente la principal ventaja sea la posibilidad de que un solo
dato (el número de dias-multa) sirve para graduar la gravedad dela pena,
para tijar la cuantía dineraria de la multa y I,a duración - en caso de im­
pago - de la responsabilidad personal subsidiaria (pena privativa de Ii­
bertad, prestación - en libertad - de unidades de trabajo, etoétera), para
calcular automáticamente la parte de multa que puede considerarse paga­
da si el delincuente permaneci6 en prisión preventiva algún tiempo (31),
y para la manifestación pública de la gravedad deI delito y de la pena
correspondiente. Esta última faceta no sa logra en ai sistema da multa
global PUe5, ai fijar el juez la cuantía numéricamente según las condicio­
Iles económicas dei autor, no aparece la gravedad de la pena. En cambio,
cuando el juez, dentro dei margen que le concede la individualización
legal, determina ai número concreto de dfas-multa, como esta cifra es inda­
pendiante de las condiciones econ6micas dei reo, la sentencia manitiesta
el grado de desvalor dei delito.

EI sistema de días·multa, además, soluciona mejor que los olros ai
problema tan general y grave deI impago de la multa. Por una parte, limita

(31) En el supussto de que el tismpo transcurrldo en prlsl6n preventiva se abone para el cumpllmlenlo
de la mulla penal o administrativa. Cfr. Hans-Heinrich JESCHECK, DI. Untenuchunglhlh Im DeutlChen
und Intern.tlonalem Redil, BOnn, 1971, que contlene tamblén el eatudio relativo a Espalla de
Ho MAlTES, La Prll16n Preventl.a an Eapalla, trado de M. Gurdlel, pr61ogo de RODRIGUEZ DEVESA,
Medrld, 1975.
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los supuestos de lnsolvencia ai determinar la cuanUa según los ingresos
diarios. De hecho, en 5uacia, se ha logrado reducir ai mínimo ai núme­
ro de delincuentes que no satisfacen la multa. EI ano 1971, de 253.896
personas condenadas a multa, solamente trece no pagaran. Por otra parte,
en los escasos supuestos de impago este sistema determina automática­
mente (con el número de dias-multa) la duraci6n de la responsabilidad
personal subsidiaria.

Ef Código penal alemán establece para los casos de impago la pro­
porci6n de un dia de pnvación de Iibertad por cada ela-multa. El mismo
critério riga en la legislación sueca, la danesa, la finlandesa, la brasile­
na C') (art. 50), la costarricense (art. 56) y la boliviana (art. 32, "siendo
solvente"). En el C6digo penal austríaco un día de privaci6n de Iibertad
equivale a dos de multa (parágrafo 19, párrafo 3).

No parece justa la proporción igualitaria, puas perjudica a quien
carece de medias económicos, ya que durante el mismo tiempo le priva
na de una parte de su gan>ancia, sino de toda su ganancia y, ademâs, de
su libertad. Más equitativo sería establecer la relaeión de un dia de priva­
ción de Iibertad por tres de días-multa.

Este sistema presenta también algunas dificultades. Sobre todo para
calcular las posibiJidades y las obligaciones económicas dei reo. Las pe~

culiaridades psico-sociorógicas de algunos pueblos y la realidad de la admi­
nistraci6n de su sistema administrativo y judicial pueden hacer fracasar
el mejor sistema (32). Pera, esta dificultad es parecida an cualquier otro
sístema de multa, excepto si se prescinde de las diferencias econ6micas
personales y se determina la cantidad fijándose únicamente an la gravedad
de la infracíón, de manera que pague lo mismo ai rico que el pobre. 51
se pretende sancionar en justicia, toda pena de multa exige que los jueces
se esfuercen por conocer el caudal o facultades dei culpable y motiven
su decisión ai respecto. Esta motivaci6n en algunos países, como Espaiia,
viena exigida por ley (art. 63), de manera que, si se omite, puede recurrirsa
an casaci6n.

1 . 5 . Conclusiones

1. EI Código penal espanol debe introducír en su libra I ai sistema
de dias-multa.

2. EI Código penal astablecerá los topes mínimo y máximo de
cada dia-multa (quizá convenga fijarlos de 50 pesetas a 20.000 pesetas)
y [os fímites dei número de días-multa ímponibfes (quizá de dos a tres­
cientos sesenta días~multa).

3. la cuantía concreta de un dIa-muita debe determinarIa ai tribu­
nal (y motivarIa) teniendo en cuenta la situación eeonómica dei reo, de
manera que de sus ingresos diarios (entendidos globalmente: salaria,

(32) Cfr. CARRANCA y TRUJILLO, en "omado ...~ .....1••• , Buenos AII$s, p. 218; P. BOUZAT
(y J. PINATELl, Tnlltt de Drol1 Nasl • de Crimlnoioll., 2.- ed., Toll'lo I, Paria, 1970, p. 583.
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rentas etc.) 5ólo le quede lo mínimo necesario para cumplir sus obliga­
ciones cotidianas.

4. EI Código penal espanar, en sus libras 11 y 111, debe sustituir casi
todas las penas privativas de Iibertad de corta duración (de menos de
seis meses) por penas pecuniarias.

Y, aun en supuestos de penas más graves, deble establecer también
penas pecuniarias como pena compuesta con otras sanciones, o como
;:>ena alternativa.

5. Conviene fomentar investigaciones criminológicas acerca de la
eficacia mayor o menor de las sanciones pecuniarias.

PARTE SEGUNDA: LA MULTA ADMINISTRATJVA

11 . La multa administrativa en relación con las sanciones privativas de
Iibertad.

La importancia y el volumen cada día mayores de la multa adminis­
trativa merecen una reflexión sobre su aplicabilídad y sobre su relación
con la pena privativa de Iibertad. Después formularemos algunas con­
sideraciones críticas y terminaremos con unas conclusiones de lege fe·
renda. Antes de entrar en el tema conviene recordar algunos conceptos
elementales.

11. 1 . Conceptos elementales

Difícilmente se encuentra; en los especialistas dei Derecho Adminis­
trativo, una definición clara y completa de la sanción administrativa. Se
puede describir, en general, como la sanción impuesta por I·a autoridad
gubernativa a sus administrados, de plano, sin forma de juicio, con motivo
ele las infracciones de policia, subordinación y buen orden a tenor de las
leyes correspondientes (33). Según el Diccionario de la Legislación y dei
Enjuiciamiento (34), en el ano 1865, en Espana las multas gubernativas eran
las que no excedian de los mil reales, y las multas penales las que pasaban
de esa cantidad. Dentro de las sanciones gubernativas se incluyen las
disciplinarias.

Todos los comentaristas coinciden en que la multa as la sanción gu­
bernativa más típica, más frecuente y más importante; más, desde IUegO,
que las sanciones rescisorias de aetos administrativos favorables, que las
expulsiones de una corporación, etc. Sin embargo, resulta difícil formular

(33) Cfr. G. LLAMPIS, sub voee, Pene pecuníarie, en Nuoyo DlgBSlo lIallano, T. IX, Turln, 1939, pp. 700 ss.
Mauro MIGUEL Y ROMERO, .ub yoee, Mulle gubernetiva, en Enclelopedla Jurldlcs E.pallole, Barcelona,
Selx, T. XXIII (sln a~o, haeia 1911), pp. 105-118. J. ESCRrCHE, Dlcclonerlo Rezonedo de L.etl1.'acI6n
'!I Jurl.prudenela, T. li, Madrid, 1874, p. 565. La bibliogra!ia contemporánea acerca dei tema la recoge
Aurelio GUATIA, Nune BlbllOVl1lfle Espellola de Darecho Admlnl.lrallYo, Madrid, 1969, pp. 54 8.

(34) Dlcclonarlo de la L.etl1.leclón , deI EI1lulel8mlenlo Criminal.. Mod.rno.. Cor....pondl.nte. • lo.
Tribunal.. Ordlnerlllt, por un Abogado dei lIuslre Col8Olo de esla Corte, Catedrático dei Aleneo
cientrflco y llIerario de la misma Parle primera. Madrid, 1865, p. 727.
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un concepto de la multa administrativa, entre otras razones, porque es
cas; imposible establecer una teoria general de las normas especiales que
regulan cada multa en los diversos campos jurídicos, como indicó hace
ya tiempo, GARÇON. La multa administrativa, tema de nuestro estudio,
no es una coacción (ésta pretende el cumplimlento de lo ordenado, contra
voluntad dei obligado; por ejemplo, la multa coercitiva deI art. 107 de la
Ley de Procedimiento Administrativo, de 1958, revisada por la Ley
164/1963, de 2 de c1ic:embre), sino un med:o represivo que nace porque
la obligación no se ha cumplido.

En las páginas sigu:entes consideramos como multa administrativa
(o gubernativa) la que imponen estas autoridades, según las normas dei
derecho privado para sancionar ai autor de una infracción (administra­
tiva). Tal multa no está vinculada por los postulados propios deI Derecho
penal: principio de culpabllidad, circunstancias atenuantes, condena con­
dicionai, libertad condicional, prescripción penal, principio de irretroac­
tividad, principio de personalidad de la pena (Cfr. Ley de Contrabando,
Decreto de 16 de julio de 1964, art. 21) etcétera (36). Quizá el único aspec­
to menos negativo para el condenado a una multa administrativa (en
comparación con el condenado a una multa penal) sea la no inscripción
en el registro de penados y peligrosos.

Especialmente problemático resulta delimitar el ámbito de la infra­
cción administrativa. y el campo que debe proteger la correspondiente
sanción.

Si se mantiene el princIpio elemental de la separación de poderes
o de funciones, en teoria (con las excepciones y matizaciones oportunas
que - en parte - indicaremos después), la autoridad administrativa
carece de potestad punitiva (en el sentido propio de la palabra) para
defender el orden social en general; y únicamente puede imponer sancio­
nes "domésticas", de autotutela, si son necasarias y útiles para la buena
marcha de las instituciones propias de la administración (v. g., la disci­
plina acadêmica, la tributaria etc.). Esta potestad, más que punitiva,
es disciplinaria respecto a los administrados sometidos a una especial
relación de poder (36). Parece pues conveniente admitir como principio
básico (37) que la administración carece de competencia judicial penal
para las infracciones de policía general, pero reconociendo excepciones
a ese principio básico cuando se trate de infr:acciones y sanciones leves
que - debido a razones de "economia" político-criminal por una parte,
y a razones de eficacia administrativa por otra - pueden y deban ser
propias de la administración, como lo reconoce ai mismo Código penal
en el art. 26 (39) y en el ecléctico art. 603.

(35) Respeclo ai principio de legalidad, efr. AlONSO COlOMER. la pena y la sanclOn admlnlstraUv8
anta el principio de legalldad, an Docu....n1K16n Admlnlstrativs (meno-abril, 1973), pp. 85 ss.

(36) Acarca las diversas teorias, crr. GARRIDO FAlLA, TrII"do d. Osrecho Admlnlslratlvo, " ed., vol. li,
Madrid. Ins!. Esl. PolllicO$, 1971. pp. 196 ...

(37) Respeclo ai problema general de la re'seiOn enl.. Derecho penal comOn y el Derecho penal admlnla­
tratlvo, clr. ROORIGUEZ DEVEM, Ds..cho penal -.palio!, Parte "ensrsl, 4.- 00., Madrid, 1973, PP. 25 118.
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Algunos especialistas consideran esta competencia como propia, no
como excepcional, pues admiten dentro dei Derecho Administrativo san­
ciones de caráter penar, y, en concreto, multas, "que derivan dei poder
mismo de policía, en virtud dei cua! se prevên infracciones deI más
variado gênero" (38).

En la práctica, como veremos enseguida, la administración rebasa
con frecuencia este campo, e impone sanciones graves, especialmente
pecuniarias, para la tutela deI orden social en general. Estas multas se
lIaman administrativas por razôn de quien las impone.

La naturaleza jurídica peculiar de las multas administrativas apare­
ce, por ejemplo, en I,as regias propias (distintas de las generales para
los actos administrativos) que regulan su ejecutoriedad. Las multas admi­
nistrativas en cuanto sanciones, requieren el procedimiento especial es­
tablecido en la Ley de Procedimiento (expediente, pliego de cargos,
etcétera, arts. 133 y ss.); en muchos supuestos, exigen el transcurso de
un plazo determinado (art. 115 de la Ley de Régimen Local); en otros
casos exigen la firmeza dei acto que impone la sanción (art. 22, par. 3,
dei Estatuto de Gobernadores civiles, Decreto de 10 de octubre de 1958).
Estas normas rompen el principio de inmediata ejecutividad peculiar de
los aetos administrativos (art. 101 de la Ley de Procedimiento y art. 361
de la Ley de Régimen Local).

AI clasificar las diversas multas administrativas conviene distinguir,
sobre todo, las propiamente administrativas (Ias que pretenden única­
mente autotuterar las tareas administrativas) de las administrativas en
sentido amplio (las que pretenden un tin de heterotutela). En éstas se
íncluyen, sobre todo, las relativas ai orden social en general, las referentes
aI tráfico de vehlculos de motor (39), a la publicidad, ai urbanismo, a la
navegación aérea, aI comercio exterior etc. Entre las propiamente admi­
nistrativas destacan las disciplinarias (que constituyen su analogalum
prlnceps, es decir, las que sirven de modelo a las demás) y algunas
tributarias.

. GARRIDO FALLA (4<1) distingue la multa como sanción correc:tiva
(sanciones de policia administrativa, por incumplimiento de los deberes
de prestación de los administrados) y la multa disciplinaria (por ejemplo,
las sanciones corporativas, las de usuarios de establecimientos públi­
cos etc.).

(Sll) S. SOLER, Dereeho fI'lfta' argall\lno, T. li, &." felmpra"i6n, Bueno,. Ai~, 1973, 11. aB'. Gu\llermo
R. NAVARRO, sub voee, Multa, an Enelelopedle Jurldle. Omeba. T. XIX, Buenos Aires, 1964, p. 952.
Tamblén eo eele sentido, llunque indirectemanle, FI. L. DE DOU Y BASSOLS, Inatltue'on.. dei D_ho
Plllllleo general de Eap.II., eon noticia e1e1 parlreu1.r de Catlllu'" ., d. .. prlnclp.". regi.. da
IIOblemo ." _Iqul.r Ealado, T. VII, Madrid, 1802. p, 185.

(39) Generalmenle - como hemos indicado en ai texto - se reconoee le nacesidad de multBll gubarnatlva.
leves para sancionar algunas perturbaciones deI orden públJco general, especialmente en el tnllflco de
veh leulo. de motor. Cuando estas multas alcanc.m cierta gravedad Oaben puaf aI âmbIto dai Oaacho
panal y reunir los requl.ltoa que és!e exiga. CIr. KAISER, KrlmJnologla, 2.- ed., Karl8ruhe. 1973,
pp. 202, 208 ,.

(40) GARRIDO FALLA. Tralado de Derecho Admlnlalrlllhro, Vol. li, pp. 202 88.
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11. 2. Aplicabilidad y aplicación de multas administrativas en Espana

La sanci6n pecuniaria se aplica muy frecuentemente en la legislaci6n
y en la práctica de la administración espanala. La admiten, entre otras,
las leyes siguientes:

- Ley dei Suelo, de 12 de mayo de 1956 ("SOE" 14 mayo), arts. 215
y 216. Ley 19/1975, de 2 de mayo, de reforma de la Ley sobre Régimen
deI Suelo y Ordenación Urbana, artículos 213 y 55.

- Ley de Montes, de 8 de junio de 1957 ("SOE" 10 junio), art. 83.

- Ley de Orden Público, de 30 de julio de 1959 ("SOE" 31 julio),
en varias artículos ha introducido reformas importantes la Ley de 21 de
julio de 1971 ("SOE" 23 julio).

- Ley General Tributaria, de 28 de diciembre de 1963 ("SOE" 31
diciembre), arts. 24·33, arts. 83 y ss. (respecto a la condenaci6n, arts. 87-89).

- Decreto de 16 de julio de 1964, por el que se aprueba el texto
de la Ley de Contrabando, adaptado a la Ley General Tributaria ("SOE"
24 julio), arts. 24 y ss.

- Disciplina dei Mercado (Decreto 17 noviembre de 1966), arUculos
5 y 6 ("SOE" 15 diciembre) (y Decreto-Ley 12/1973. de 3 de noviembre)
art. 7,4 ("SOE" 19 diciembre).

- Ley de Prensa e Imprenta, de 18 de marzo de 1966 ("SOE" 19
marzo), arts. 69 y 70.

- Ley de Espetáculos, de 22 de julio de 1967 ("SOE" 24 julio),
art. 1,3.

- Ley de Minas, de 21 de julio de 1973 ("SOE" 24 julio), articulo 121.

- Ley de Investigaci6n y Explotaci6n de Hidrocarburos, de 27 de
junio de 1974 ("SOE" 29 junio y 6 julio - corrección de erratas -), art. 81.

Estas leyes - sobre todo la de Orden Público y la de Disciplina dei
Mercado - se aplican con frecuencia y con números de muchos ceras.

Especial cuantía e importancía han adquirido recientemente las multas
impuestas a sacerdotes por hommas pronunciadas en iglesias, sin ma­
nifiesta alteraci6n dei orden público. La revista Vida Nueva (41) detalla
el nombre y apellidos de los sacerdotes multados (anos 70); en menos
de tres ai'ios, I,a suma total supera los anca millones de pesetas. También
se imponen voluminosas sanciones económicas a los que se declaran en
huelgas de hambre, a quienes se manifiestan o reúnen sin cumplir los
requisitos regales, a quienes publican dentro o fuera de Espana declara­
ciones tendenciosas, etc.

(41) Revlsla VIda Nuen. núm. 972 (B marzo de 1G75}, pAga. 8 a. (360 e.}.
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11. 3. Relaclón de la multa administrativa con la sanción privativa de
llbertad

En el supuesto de impago de la multa administrativa, los teóricos
propugnan su no convertibilidad en sanción privativa de libertad, y co­
locan aqui una de las diferencias entre la sanci6n administrativa y la
penal. Según los tratadistas, la autoridad competente para imponer la pri­
sión subsidiaria en materia de policia general, o de seguridad, debe ser
sólo la autoridad judicial (42).

La legislación espafiola, en el oampo de policias especiales, no suele
admitÍ'r la sanción privativa de libertad como subsidiaria de la multa
(salvo disposición expresa en contrario); pera, en el campo de policia
general, si la admite: art. 22 de la Ley de Orden Público, art. 24, 4, de la
Ley de Contrabando, Decreto 2. 166/1964, de 16 de juIia, etc.

Esta concesi6n legal opuesta a la teoria deI Derecho y a ciertas normas
consideradas de rango constitucional tiene, desafortunadamente, antece­
dentes muy enraizados en Espana, y que van desarrollándose cada dia
más (43). Durante el sigla XIX y las primeras décadas dei XX bastantes
multas administrativas pueden ser sustituidas por una priv,ación de libertad
en caso de impago, como responsabilidad personal subsidiaria. Clara­
mente el Real Decreto de 18 de mayo de 1853, en la disposici6n cuarta.
permite a los AlcaIdes "imponer gubernativamente la pena de arresto por
sustitución y apremio de lia multa. con sujeeión a lo díspuesto an el ar­
tículo 504 dei Código penal, de 1850, 5610 euando los multados fueren
insolventes, y no pud!endo en ningún caso esceder (sie) de quince dfas el
tiempo dei arresto". Según el citado articulo 504 "Los penados con multa
que fueren insolventes serán castigados con un dia de arresto por cada
duro de que deban responder.

Cuando la responsabilidad no lIegare a un duro, serán castigados,
sin embargo, con un dia de arresto.

Por las otras responsabilidades peeuniarias en favo'r de tarcera serán
castigados con un dia de arresto por cada media duro."

La Ley de Orden Público, de 28 de julio de 1933 (art. 18), amplia
el plazo (que podriamos decir tradicional) de quince dias hasta un mes
(este arresto subsidiaria lo decreta el juez, requerido por la autorldad
gubernativa). La Ley de Orden Público de 1959 mantiane el limite dei
mes. Pera, su reforma de 21 de julio de 1971 (art. 22) lo alarga hasta tres
meses.

Mayores ampHaciones introducen la Ley de Delitos Monetarios, de
24 de noviembre de 1938 ("SOE" 30 noviembre), y la Ley de Contrabando,
de 16 de julio de 1964. Aquel1a permite que la privación de la libartad
sustitutoria lIegue ai afio, y ésta a los cuatro afios (art. 24).

(42) L. MARTIN-RETORTILLO, L•• Sancione. d. Orelen P~bllco an Deracho Espaftol, Madtid, Tecnoa, 1973.
IDEM, Sanciones peneles y sanciones gubernativas, en Problem.. Actu.l.. d. Derecho Pene' ,
PI'OCftII, Salamanca, 1971, pp. 9-18.

(43) J. R. PARADA VAZQUEZ, EI poder sancionador de ta AdminlstraclOn y ta crisis deI slstellla ;udfclal
penal, en R.v. AcImlnlslncl6n P~bllcs, nOrn. 67 (1972), pp. 41-93.
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Las normas referentes a la circulación de vehiculos de motor con~

dicionan expresamente la responsablidad personal subsidiaria a la cir­
cunstancia de que no haya sido posible hacer efectiva la multa por vfa
de apremio.

EI art. 268 dei Código de la Circulación, en su número li, dice: "Si
el obligado aI pago de la multa no lo realiza en el plazo ... , se remitirá
ai Juzgado Municipal o Comarcal que corresponda copia autêntica de la
resolución para que haga efectivos la multa y recargo a que haya lugar.

EI Juzgado acusará recibo y estará obligado a verificar la exacción
y a remitir su importe a la Jefatura Provincial de Tráfico o Alcadía, dando
cuenta deI expediente cada dos meses y aplicando, en su caso, 10 dis­
puesto en el art. 91 dei Código penal".

La Inspección Central de Tribunales, en Nota 8ervicio dei 25 de
mayo de 1973, interpreta ese art. 268 dei Código de la circulación en el
sentido de que" ... Ia remisión que aquel precepto reglamentario hace
aI art. 91 deI Código penal, está condicionada no sólo ai hecho de que
no se satisfaga la sanción voluntariamente, sino a la circunstancia de que
no haya sido posible hacerla efectiva por via de apremio ,ante la insol­
vencia dei infractor obl igado a pagar".

II .4. Comentario general

Las multas que puede imponer actualmente la administración espa­
fiola merecen un comentaria detenido (creemos que esta parte deI De~

recho administrativo es quizá la menos madura cientificamente), pero aqui
nos limitamos a indicar tres puntos: A} las multas dirigidas a l-a autopro­
tección de las instituciones administrativas entran dentro dei Derecho Ad~

ministr,ativo; B) las multas heteroprotectoras - excepto si son de poca
cuantía e importancia - no pertenecen ai Derecho Administrativo, puas
rebasan la competenci,a subjetiva (a pesar de la tradición de algunas
normas hispanas an este sentido) y la competencia objetiva, por su ex­
cesiva cuantía pecuniaria; y, C) ninguna multa administrativa debe susti~

tuirse (en caso de impago) por sanciones privativas de libertad. AI final
indicaremos varias soluciones de lege ferenda para resolver algunos pro­
blemas que plantean las multas administrativas.

A) A la luz de los principias generales dei Derecho y dei Derecho
comparado (especialmente dei europeo) (44) se reconoce la conveniencia
de que l-a autoridad administrativa imponga sanciones pecuniarias a los
administrados que perturben el desenvolvimiento de las propias institu­
ciones. Pero, ningún argumento sólido legitima a la autoridad administra­
tiva para imponer sanci6n grave (pecuniaria o no pecuniaria) para proteger
ai orden social en general. (Prescindimos aquí de las sanciones guberna­
tivas leves por las faltas contra el orden público, las normas dei tráfico
rodado etc.)

(44) PARADA VAZQUEZ, EI Peder S."clcntldcr, pp. 61 eI.
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B) La legislación espai'lola, en sus normas de máximo nivel, lIamé­
mosle "constitucional", establece la prohibición de detenciones no ju­
diciales superiores a setenta y dos horas, asl como la prohibición de
condenas que no sean impuestas por tribunal competente y previa audiencia
y defensa deI interesado. Los arts. 17, 18 Y 19 dei Fuero de los Espai'loles
se expresan con c1aridad: "Nadie podrá ser condenado sino en virtud de
ley anterior ,ai delito, mediante sentencia dei Tribunal competente, y previa
audiencia y defensa dei interesado" (art. 19). En sentido parecido, la Ley
Orgánica deI Estado, en su art. 31, establece que la función jurisdiccional,
juzgando y hacíendo ejecutar lo juzgado, en los juicios civiles, penales ...
corresponde exclusivamente a los Juzgados y Tribunales determinados en
la Ley Orgânica de la Justicia, según su diversa competencia. V, por fin,
la Ley de Bases, Orgánica, de la Justicia, en su Base 2111 , Norma 10, pro­
clama que las autoridades administrativas (fuera de los casos de orden
público) no podrân imponer sanciones privativas de libertad: sólo [a au­
toridad judicial "podrá... imponer sanciones que impliquen privación
de libertad".

Por tanto, según estas leyes de tan alto rango, la Administración
carece de competencia subjetiva para ejercitar poderes sancionatorios
generales.

Sin embargo, en Espana, ya desde el Antiguo Régimen, están vigentes
y se aplican normas legales que regulan sanciones pecuniarias de elevada
cuantía (y arrestos sustitutorios de larga duración) y que, por tanto, se
oponen a esas proclamaciones de la unidad de competencia punitiva.
Esta oposición a la proclamada unidad de competencia se explica por
varias razones. Sobre todo. por fines poHticos y por las dificultades de
adaptación dei Derecho penal a las circunstancias de la vida cambiante.

Estos y otros motivos fundamentan la concesión a algunas autoridades
administrativas (en concreto, a alcaIdes y a gobemadores) de poderes
bifrontes: administrativos y judiciales. En este sentido regulan ambos
cargos el Decreto de 13 de junio de 1813, la Ley Provincial de 1823, la
Ley Provincial de 2 de abril de 1845 (art. 4), el Real Decreto de Compe­
tencia de 31 de octubre de 1849 etc. El Real Decreto de 1849 se inclina
en favor de un Gobernador frente aI Juez de primera Instancia, que re­
clamaba su competencia que (en principio) le conferfa el Código penal
de 1848. y establece con energra la competencia subjetiva de los Alcaides
para "imponer multas gubernativamente como atribución necasaria para
el desempeno de esas funciones ... ". Posteriormente, insisten en la misma
orientación - criticada por los teóricos contemporâneos (.6) - el Real
Decreto de 18 de mayo de 1853, antes citado, y la Real Orden de primero
de agosto de 1871.

Durante la Dictadura se extendió la potestad sancionadora (que antes
era exclusiva de los alcaIdes y gobernadores) también a la autoridad gu­
bernamental, por el Decreto-Ley de 18 de mayo de 1926. Esta ampliación

(~) C1r. laa vocea ComtClõn gubemallva y Multa, en ESCRICHE. Dlcclonarlo RUllnado d. LaglslaclOn
, JII'IIJ)I'\IMnCla, T. li, Madrid, 1874, pp. 686-568 Y T. IV, Madrid, 1878, pp. 248-250,
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se mantiene durante la República, según establece la Ley de Orden PÚ­
blico, de 28 de julio de 1933 (en desacuerdo con los artículos 28, 29 Y 31
de la Constitución republicana). La actual Ley de Orden Público, de 1959
(con las modificaciones de 21 de julio de 1971), aumentan estas potestades,
especialmente en sus arts. 18 y ss.

La Ley de Rég:men Local (Texto refundido de 24 de junio de 1955,
art. 260, apartado i) concede aI Gobernador civil la atribución de: "San­
cionar los actos contrarias a las leyes y a tas disposíciones dei Gobierno,
ai orden público, a la moral y disciplina de las costumbres y las faltas
de obediencia y respeto a la autoridad ... " En sentido semejante se ex­
presan los arts. 23 y 24 dei Estatuto de Gobernadores c:viles (Decreto de
10 de octubre de 1958, "SOE" 9 de diciembre) (46).

En cuanto a la competencia objetiva, conviene reflexionar si la au­
toridad administrativa, ai imponer algunas sanciones pecuniarias, viola
los principios generales teóricos respecto a los limites de la cuantia de
la multa, rompe la proporcionaJidad exigible entre la infracción y la san­
ción, y se aparta de la norma general dei art. 603 dei Código penal.

Algunas cuantras permitidas por la legislación especial rebasan el
Hmite propuesto en el princip:o general dei art. 603 deI Código penal,
según el cual, a no ser que se determinare otra cosa por leyes especiales,
en las ordenanzas municipales y demás reg lamentos generales o parti­
culares de la administración. .. no se establecerán penas mayores que
las sef'ialadas en el libra III dei Código penal; o sea que, concretamente,
en el supuesto de multa no se elevarán por encima de las diez mil pesetas
(art. 28 dei Código penal).

Este artículo seiscientos tres - de formulación tan vaga, eclética y
discutida - no cierra la puerta a supuestos excepcionales, pero serfa
equivocado convertir lo excepcional en lo normal. Además, resulta poco
congruente que esos casos rebasen alguns limites que la doctrina y la
Ley imponen a las infracciones penares más graves. Por ejemplo, la Ley
deI Suelo (de 1956), en su art. 215,3. autoriza aI Consejo de Ministros
para imponer multas desde 250.000 pesetas, sin Iímite alguno; la misma
Ley deI SueJo (reforma de 1975), art. 215 bis, autoriza a los Gobernadores
para imponer multas hasta 25 millones, aI Ministro hasta cincuenta y ai
Consejo de Ministros hasta cien millones. La Ley de Disciplina deI Mer­
cado, art. 6 (redactada conforme aI Decreto 2.693/1972, de 15 septiembre;
"SOE" 9 octubre) permite ai Consejo de Ministros imponer multas a partir
de cinco millones de pesetas, sin Hmite; la Ley de Hidrocarburos permite
multas de cinco miJlones de pesetas; la Ley de Contrabando, art. 30, no
establece tope máximo a sus multas. Estos supuestos, además de superar
los Iímites de la multa penal, pueden violar el precepto deI Fuero de los
EspaiiOles que proscribe la confiscación (art. 32) (47), Y especialmente, aI

(-46) Sobre 81 proc8dlmlento. cfr. Decrelo 1.704/1965, de 18 de Junlo.

(47) Excepclonalmenle. Ia Ley de Responaabllldad_ Polfllcaa, de 9 de febrero de 1939, en 8U articulo 8
admite, entre lu aanclone8 econõmlca8, "La pérdlda total da 108 bienal".
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S. SOLER, O• ...eho penal argentino, T. li, e.a reimpr&8iôn, Buenos Aires, 1973, p. 390.

"En las contravenclones la multa deberla ser, salvo lal vez rara excepclón, la pena (,"Ica".
B. GARCIA, Reforma de la pena de multa (en Brasil), en ElltUdlol Jurrdlcol en Homenale 80 proreeor
L. Jiménez ds Aslls, Buenos Aires, 1964, p. 573.

permitir penas de multa sin tope máximo determinado, pueden concuJcar
el principio de legalidad (nulla poena sine lege).

Las multas sin techo y cuya cuantía se determina en proporción con
el resultado carecen de sólido fundamento como sanción penal, pues ésta
ha de tener en cuenta el desvaler de la acción y la culpabilidad dei reo,
mucho más que el desvalor dei resultado. Estas multas, más que san­
ciones penales, deben considerarse y regularse como indemninciones de
danos y perjuicios, como desde tiempos antiguos ha reconocido la ley e
la teoria (48).

C) Respecto a la privación de Hbertad subsidiaria, la mayoria de los
especialistas se oponen enérg:camente a que la autoridad gubernativa
pueda imponer sanciones privativas de Iibertad (como subsidiarias de las
multas impagadas) durante varios meses y aun durante varios anos (49).
En supuestos excepcionales, por pofitica de desincriminación (como antes
hemos insinuado), puede permitirse, quizá, la privac;ón de libertard du­
rante unos pocos días, pera nunca más de quince (50). Quien considere
ilógico e injusto que una multa de cinco miHones de pesetas sea substi­
tuida por una privación de libertad de sólo quince dias, ha de reflexionar
si lo absurdo es la duración tan breve de la privación de libertad o la
cuantía tan desorbitada de la multa. (Si ésta se estructura como indemn:­
zaci6n, cambia radicalmente el problema.)

En teoria, la multa pretende vaclar las cárceles, pero en la pré.ctica,
a veces, las lIena. EI legislador debe tomar medidas para evitar que
la multa sirva como medio para privar de libertad a personas que no
pueden ser internadas por los cauces normales.

Las dificultades hasta aqui indicadas no encuentran Mcil respuesta
en la doctrina ni en la legislaci6n espanaras. EI Derecho comparado puede
sugerir algunas soluciones parciales, como por ejemplo: conceder con
más frecuencia a la Administración la facultad de denuncia calificada
ante el 6rgano judicial penal, regular recursos suspensIvos contra la ad­
ministraci6n an supuastos de multas de cuantía elevada, sustituir la multa
impagada por obligaciones o deberes distintos de la privación de libertad.
y regular la multa con el sistema de días-multa.

Por ejempl0, la imposlclón de multas an cuantra desorbitada resul­
tará más difícil (por más escandalosa) con el sistema de dias-multa que
con el sistema global tradicional. En este sistema se puede imponer
media millón de pesetas a un sacerdote de cJase media o pobre, por un
serm6n que no ha tenido consecuencias especíales. Pero, escandalizarla
mucho a la opini6n pública que se le impusiera a ese sacerdote una multa
de cinco anos, que sería la correspondiente aI media millÓn.

(48) S. SCHAFER, R..lllutloll lo Vrctlms of Crime, Londres, Slevens, 1960, pp. 111 ss.

(4Q)

(50)
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11 .5 Conclusiones

1. La autoridad gubernativa tiene facultad para imponer sanciones
pecuniarias dentro de su ámbito de autotutela: el cumplimiento de los
funcionarios y de los particulares de sus deberes con la administración.

2. La normativa concreta de ó.lgunas sanc,ones pecunlarias admi­
nistrativas está en oposici6n con 10 establecido en las leyes fundamen­
tales.

3. La autoridad gubernativa, de lege ferenda, carece de competen­
cia subjetiva y objetiva para imponer sanciones pecuniarias graves para
proteger el arden social en general.

4. Las multas administrativas deben imponerse según el sistema
de dias-multa.

5. Las multas administrativas, en supuestos de impago, no deben
dar lugar a responsabilidad personal subsidiari'a privativa de Iibertad. Si
en casos muy excepcionales se admite la sustituci6n, su duraclón no debe
prolongarse más de quince días.
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